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PENSION DE SOBREVIVIENTE- Ley 797 de 2003- Requisito de convivencia / PENSION DE SOBREVIVIENTE- La demandante la convivencia efectiva.
PRUEBA TESTIMONIAL- Elementos para que adquiera poder demostrativo.

“(…) A este punto, es preciso señalar que de manera reiterada, la jurisprudencia de nuestra Corte Suprema de Justicia ha venido enseñando que la prueba testimonial sólo adquiere poder demostrativo  cuando los testigos declaren de manera responsiva, exacta y completa.  Igualmente, ha enseñado que es responsivo el testimonio cuando cada contestación se relata dando la razón de la ciencia de lo dicho; exacto, cuando la respuesta no deja lugar a incertidumbre;  y completo,  cuando la deposición no omite circunstancias que puedan ser influyentes en la apreciación de la prueba.(…)”
PENSION DE SOBREVIVIENTE / DEPENDENCIA ECONÓMICA- No viene erigida como presupuesto para que la compañera permanente acceda al derecho a la pensión de sobrevivientes, pues no es un requisito que exija la Ley 100 de 1993 ni la reforma introducida por la Ley 797 de 2003.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE
 SANTA MARTA

SALA LABORAL

(Magistrado Ponente: Augusto E. Torregroza Sánchez)

En Santa Marta, a los veintiún  (21) días  de febrero de dos mil trece (2013), siendo las nueve de la mañana, fecha y hora señaladas por auto anterior, para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el ORDINARIO LABORAL promovido, ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Santa Marta, por Rita Cecilia Celis Sánchez contra el Distrito de Santa Marta y el Fondo Distrital de Pensiones de Santa Marta, se constituyeron en audiencia pública para tal efecto los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión.
Acto seguido, la Sala dicta la siguiente SENTENCIA.

ANTECEDENTES
Rita Cecilia Celis Sánchez demandó al  Distrito de Santa Marta y al Fondo Distrital de Pensiones de Santa Marta, con el propósito de que fuesen condenadas a pagarle la pensión de sobrevivientes, retroactivo, intereses moratorios e indexación. 
En sustento de esas pretensiones, aseveró que solicitó, ante las entidades demandadas, el reconocimiento y pago de la pensión reconocida a su compañero permanente Rafael Emilio Guerrero Magri, sin embargo, la Alcaldía Distrital, mediante Resolución n.° 1.087 del 18 de agosto de 2006, ordenó la suspensión de la actuación administrativa y se inició la investigación ante las autoridades correspondientes; que fue denunciada ante la Fiscalía General de la Nación por María Cecilia Guerrero Abello, por los presuntos punibles de fraude procesal y falso testimonio, investigación que concluyó por parte de la Fiscalía 18 Seccional de esta ciudad, con preclusión de la investigación; que Rafael Emilio Guerrero Magri falleció el 30 de agosto de 2003; que fue su compañera permanente y dependía económicamente de él, vivían bajo el mismo techo y tenían una vida de pareja estable; que la Alcaldía Distrital, a través de Resolución n.° 4.007 de fecha 30 de noviembre de 2009, negó el reconocimiento de la prestación económica; y que contra dicha resolución interpuso los recursos de ley, pero que la entidad demandada la confirmó, mediante Resolución n.° 144 del 28 de enero de 2010. 
El Distrito de Santa Marta sostuvo, básicamente, que no está llamada a responder por la obligación reclamada sino el Fondo Distrital al cual se encontraba afiliado el extrabajador, ya que, por ministerio de la ley, dicha entidad asumió el cubrimiento de los riesgos de sus afiliados. Expuso, además, que, a pesar de ser un hecho ajeno a su entidad, para el caso de que exista compañera permanente se debe demostrar la convivencia con el pensionado en los últimos años antes de su muerte. 

Apurados los trámites procesales, el Juzgado  Laboral del Circuito de Descongestión de Santa Marta, pronunció sentencia el  21 de agosto de 2012, en cuya virtud absolvió a las entidades demandadas de todas las súplicas de la demanda.
Concluyó la juzgadora de primer grado: “…en el presente caso el  Despacho reconoce la relación habida entre el causante y la actora por varios años  pero lo que no se vislumbra es una convivencia plena de compañeros permanentes ante el hecho de que nunca durmió en la casa de la señora Celis y que la visitaba con frecuencia según el dicho de sus propios testigos, sus afirmaciones no son contundentes como por ejemplo decir: la visitaba diario, sino “a veces almorzaba”, a veces “desayunaba” lo cual hace pensar que no era siempre sino precisamente eso ALGUNAS VECES”.

Agrega el juzgador que la demandante, además, no acreditó la dependencia económica con el causante pues “En el caso que nos ocupa en la misma declaración de la hija de la actora a que se ha hecho referencia la misma indica que su mama laboraba y esto es ratificado en la indagatoria que rindió la demandante a folios 46 y ss donde la misma dijo: “soy empleada de Metroagua S.A. S.P. (sic) devengo un salario de $1.101.415…” de donde es claro que la actora tenía sus propios ingresos que comparados con los que aparecen en el plenario devengaba como mesada pensional el causante son más altos que los mismos.”
Dolida con esa decisión, la promotora de la causa interpuso recurso de apelación. Arguye que la a quo no debió tomar como plena prueba los documentos procedentes del proceso penal, entre otras, la declaración de María Cecilia Guerrero Abello, si ya la Fiscalía había prelucido la investigación, además de que se trata de simples copias y sin que las mismas hayan sido ratificadas por quienes por ley debieron ratificarse. 
Expone que si la juez de instancia tenía conocimiento que el proceso penal había terminado con preclusión de la investigación, no debió echar mano a pruebas que en aquel proceso condujeron al fiscal a proferir tal decisión, pues, éstas no tuvieron el valor probatorio para que el fiscal tomara una decisión distinta a la que tomó en aquel trámite. 

Con respecto al requisito de la convivencia, adujo que las declaraciones de Shirley Cecilia Gómez Celis y Saide Rebeca Issa Torres y la declaración extra proceso suscrita por el causante, son más que suficientes para demostrar la real convivencia  que existió. 
Por su parte, refiriéndose a la dependencia económica, expresó que “No se está diciendo que la actora no pudiera tener ingresos, porque la Corte ha sido clara en indicar que la dependencia no significa que la persona no tenga ingresos. Lo que sucede es que la dependencia económica supone un criterio de necesidad, que supedita al beneficiario de la pensión de sobrevivientes al auxilio que recibía de parte del causante, de manera que el mismo se convierte en imprescindible para asegurar su subsistencia.”
Con el objeto de que se desate el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, que fue concedido en el efecto suspensivo, la totalidad del expediente se encuentra en esta Corporación.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La pensión de sobrevivientes viene concebida con el propósito de amparar el riesgo de la muerte de un afiliado o pensionado, en beneficio fundamentalmente de los integrantes de su núcleo familiar, en razón de verse éstos privados del ingreso que les permitía mantener un determinado nivel de vida.

Atemperar las traumáticas consecuencias económicas que supone la partida definitiva del miembro cuyas entradas eran el sustento de la familia, es la teleología que informa este beneficio de la seguridad social.

No debe perderse de vista que la pensión de sobrevivientes está embebida en la filosofía de amparar a las personas a quienes afecta la muerte de quien era su soporte económico, esto es, el núcleo familiar que derivaba su sustento económico del miembro desaparecido.     

Precisamente, para destacar el gran contenido social y humano de dicha prerrogativa en relación con el (la) cónyuge o compañero  (a) permanente del afiliado (a) o pensionado (a) fallecido, la jurisprudencia del trabajo ha proclamado:

Adicionalmente, no puede hacerse abstracción del sentido mismo y finalidad de la institución de la pensión de sobreviviente que busca precisamente, impedir que quién haya convivido permanente, responsable y efectivamente, y prestado apoyo afectivo a su pareja al momento de su muerte, se vea abocado a soportar aisladamente las cargas, tanto materiales como espirituales, que supone su desaparición.
A no dudarlo, a efectos de establecer las normas aplicables en materia de pensión de sobrevivientes es determinante la fecha de la muerte del afiliado pensionado. 
También debe recordarse que las normas laborales carecen de efecto retroactivo, de manera que no pueden cobijar situaciones  consumadas a la luz de disposiciones anteriores.

Debe la Sala, en primer lugar, señalar que por la fecha del fallecimiento del causante, que lo fue el 30 de agosto de 2003, como lo demuestra el acta de defunción que reposa a folio 63 del expediente, las normas que gobiernan la sustitución pensional del caso debatido son las contenidas en la Ley 797 de 2003.

De acuerdo con esa ley, para tener derecho a la pensión de sobrevivientes por causa de muerte del afiliado o pensionado, la cónyuge o compañera permanente supérstite debe acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos durante los cinco (5) años anteriores al fallecimiento, sin que este requisito pueda suplirse con la existencia de hijos comunes, como sí se podía en el régimen anterior. 

El artículo 13 de la citada ley, que modificó el 47 de la Ley 100 de 1993, consagra quienes son los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, así:

“a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte;       (Lo subrayado es nuestro)

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal a).

(…)
<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero permanente, la beneficiaria o el beneficiario de la pensión de sobreviviente será la esposa o el esposo. Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay una separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcentaje proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido superior a los últimos cinco años antes del fallecimiento del causante. La otra cuota parte le corresponderá al cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente;

Resulta importante indicar que la Corte Constitucional declaró condicionalmente exequible el último aparte de la disposición citada, en la sentencia C-1035 de 2008, en el entendido de que, además de la esposa o el esposo, son también beneficiarios la compañera o compañero permanente y que dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido. 

Pues bien, con arreglo a lo establecido en la norma, hay que decir que en el presente caso no fue objeto de debate que Rafael Emilio Guerrero Magrí, a su muerte, ostentaba la calidad de pensionado de la entidad llamada a juicio, carácter que le dio la Resolución n.° 000053 del 16 de noviembre de 1998, la cual reposa a folio 211 del plenario.  

En ese sentido, lo relevante en el presente caso es determinar si la reclamante de la prestación pensional, Rita Cecilia  Celis Sánchez, quien asegura ser compañera permanente del causante y beneficiaria de la pensión de sobrevivientes, acredita o no el requisito de convivencia que exige la norma vigente al momento del fallecimiento, como se indicó en pasajes anteriores, para acceder a la prestación por ella solicitada.
Así, de lo que se trata, en el momento de decidir acerca de una solicitud de pensión de sobrevivientes es observar la situación real de vida en común de dos personas, dejando de lado criterios de discriminación, que, a la luz de la Constitución de 1991, resultan absolutamente arbitrarios.

Esa convivencia debe ser entendida como “la efectiva y real vida de pareja –anclada en lazos de afecto y fraguada en el crisol de la solidaridad, de la colaboración y del apoyo mutuos”, en las palabras de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
. 

Definitivamente, es la efectiva comunidad de vida, que comporta la existencia de lazos afectivos y el compromiso de apoyo y colaboración, el criterio que la jurisprudencia del trabajo y de la seguridad social ha privilegiado a la hora de legitimar el reconocimiento de las prestaciones por muerte.

Dentro del proceso, se allegaron como prueba las declaraciones de Saida Rebeca Issa Torres y Shirley Cecilia Gómez Celis, ambas rindieron testimonio en dos oportunidades a lo largo del presente juicio, una en en la segunda audiencia pública de trámite celebrada el 27 de abril de 2011, recepcionada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Santa Marta, y la otra,  en la continuación de la segunda audiencia pública de trámite del 2 de mayo de 2012, adelantada por el Juzgado Laboral del Circuito de Descongestión de esta misma ciudad, quien asumió el conocimiento de este proceso.  

Valga precisar desde ya que, si bien mediante auto del 10 de febrero de 2012 que reposa a folios 220 a 225, el Juzgado Laboral del Circuito de Descongestión declaró la nulidad de lo actuado a partir del auto que fijó fecha para la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigo, al encontrar que a uno de los demandados no se le notificó en legal forma el auto admisorio de la demanda, la prueba testimonial practicada el 27 de abril de 2011 (fl. 201) a Saida Rebeca Issa Torres y Shirley Cecilia Gómez Celis tiene plena validez y serán valoradas en esta oportunidad por la Sala, en virtud de lo consagrado en el artículo 146 del Código de Procedimiento Civil, aplicado a los juicios del trabajo y de la seguridad por remisión normativa expresa del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
Así se pronunciaron los testigos invitados al debate judicial:

Saide Rebeca Issa Torres, en su primera declaración encontrada a folio 202, expresó: “Si conozco a la señora Rita Celis desde hace treinta (30) años, después la conocí que se unió con el señor Rafael Guerrero Magri y vivió con ella al lado de mi casa por espacio o ses (sic) desde el año 98 hasta el 2003 cuando él murió y él era la persona que la ayudaba económicamente le cubría todas las necesidades e inclusive ella le llevaba flores a ella y a la hija se sentaba en un grupo familiar e inclusive asistía hasta marido y nos sentábamos a comer t (sic) tomarse unos traguitos y nunca se separaron hasta la fecha de su muerte, asistimos al sepelio de él, fue su marido y convivieron bajo el mismo techo por espacio de cinco años”. 
En su segunda declaración, encontrada a folio 231, sobre los mismos hechos, indicó:  “Sí me ratifico de la declaración que hice en ese extra proceso, que conocí al señor Rafael Emilio Guerrero Magri, con la señora Rita Celis, por espacio de más de 7 años a ocho años aproximadamente y que el correspondía con sus gastos de su hogar, y que la mayoría de las veces, lo días domingos se la pasaba todo el día en la casa de ella o sea la señora RITA CELIS, y tenía buenos detalles con ella cuando cumplía, le mandaba flores, regalos, era detallista, un viejo chévere, muy especial y además de eso tenía una hija que le ayudaba económicamente para darle estudios a la hija de la señora RITA CELIS y que yo tuve bastante comunicación con él y muy buena relación y comunicación, y en diferentes ocasiones él me mandaba a llamar a la casa de la señora RITA, para que le tomara la presión por que él era hipertenso, y lo encontraba acostado en la cama del cuarto de ella viendo televisión y a veces compartía la botellita de Whisky con mi marido, se ponían a charlar y hablar de política, de carnaval, de todo hasta que se acaba la botellita porque él no tomaba mucho, cuando murió mi marido PEDRO MANUEL OCHOA el señor RAFAEL EMILIO GUERRERO MAGRI tuvo un detalle conmigo y le mandó un arreglo flor para el día de su fallecimiento, fue muy atento con nosotros, era un señor muy genial, muy agradable, era muy detallista, la separación de ellos fue la muerte, hasta el día de su muerte estuvieron juntos, lo conocí a él viviendo con ella por muchos años como ocho años…”  
Por su parte, Shirley Cecilia Gómez Celis, hija de la demandante, en su primer relato de los hechos, que emerge a folio 201, al preguntársele si conocía los motivos que la llevaron a declarar ante el justicia laboral,  manifestó: “…Si me consta sobre la relación que tuvo mi mamá con el señor Rafael Emilio Guerrero Magri quienes convivieron desde febrero del año 98 hasta agosto del año 2003 ella dependía económicamente de él en sus gastos y en los gastos de la casa conmigo era una persona muy especial, prácticamente como no conocí a mi papá en el tiempo que convivió con nosotros me trató como un verdadero padre, ellos vivieron juntos hasta el momento de su muerte, siendo mi mama quien lo atendió y nosotros teníamos una vecina enfermera y estaba pendiente de él cuando se sentía mal, le tomaba la presión vivieron bajo el mismo techo y se ayudaron mutuamente…” 
En su segunda intervención, que reposa a folio 232, al ser cuestionada sobre si conocía al finado, categorizó: “…Lo conozco más o menos siete años, que fue lo que duro con mi mama viviendo, el me ayudaba con la Universidad y con los gastos de la casa, la mantenía a mi mama y fue una persona muy especial, hasta el día de su muerte que fue el día 30 agosto de 2003, que todo ese tiempo estuvo conviviendo con mi mama RITA CECILIA CELIS SÁNCHEZ, nosotros aliamos con mi mama, mi abuelita, cuando festejamos el día de la madre, hacíamos asados en mi casa o sea en la casa de mi mama, él se sentía muy alegre y compartía con nosotros, y la pasábamos muy bien con nosotros, y particularmente a mí lo tenía como una persona como si fuera mi papá y me apoyaba mucho en mis necesidades, y me daba muchos consejos y él vivía muy pendiente de mi mama, se le veía muy enamorado, estaba pendiente de todos los gastos de la casa y de nosotros y de mi abuelita, cuando ella se enfermaba él le traía los remedios, las frutas, estaba muy pendiente…”.
De las declaraciones aludidas, se puede afirmar que no llevan al convencimiento ni dan certeza a esta Colegiatura de que Rita Cecilia Celis Sánchez haya convivido por el tiempo que exige la norma y hasta el día de la muerte con Rafael Emilio Guerrero Magri, ya que así lo arroja el análisis conjunto del citado material probatorio.
No hay duda de que en los testimonios de Saida Rebeca Issa y Torres Shirley Cecilia Gómez Celis, se encuentran elementos que resultan al final confusos y enigmáticos y que impiden concluir, con un mínimo grado de seguridad, que la actora tuvo una efectiva comunidad de vida con el causante. 

Llama especialmente la atención de la Sala que si en la primera declaración la demandante pudo definir con tanta exactitud los extremos en que se dio la relación, determinándolo en un tiempo total de 5 años, y señaló, incluso, los años precisos en que ésta comenzó y finalizó, no se entiende por qué después aduce que la convivencia duró “como ocho años”, pues ello denota una clara inconsistencia que deja serias dudas sobre el conocimiento que puede tener la testigo sobre la ocurrencia real de los hechos, y arroja tinieblas e incertidumbre sobre la veracidad de lo relatado.   

Sin duda, esta narración no da luces y por el contrario oscurece este debate en lo referente a la convivencia alegada. Una muestra es lo afirmado por la testigo, cuando expresa: “…y que la mayoría de las veces, lo días domingos se la pasaba todo el día en la casa de ella o sea la señora RITA CELIS…”,  ya que si lo que se quiere demostrar es que la demandante vivía bajo el mismo techo con el causante y tenían una vida de pareja estable como se alega en el hecho cuarto de la demanda, esta afirmación puede llegar a descartarlo, ya que si se habla de que “la mayoría de las veces”  “los días domingos”, “el finado se la pasaba todo el día en la casa de la demandante”, se puede dar a entender que el resto de días no los pasaba allá, y que esos domingos  no eran constantes.

Ahora bien, cuestión similar sucede con el testimonio de Shirley Cecilia Gómez Celis, hija de la demandante, quien en su primer relato en este juicio, encontrado a folio 201, y en la declaración extraproceso que reposa a folio 178, establece con total precisión que Rafael Emilio Guerrero Magri y su mamá “…convivieron desde febrero del año 98 hasta agosto del año 2003…”, mientras que en la segunda declaración (fl. 232) expuso con respecto al tiempo de convivencia, al responder si conocía al causante: “…Lo conozco más o menos siete años, que fue lo que duro con mi mama viviendo…”.
Estas notorias discordancias en lo relatado impide que se puedan tener estas declaraciones como evidencia de la convivencia alegada, más si se tiene en cuenta que debido al parentesco que tiene Shirley Cecilia Gómez Celis con la demandante, a criterio de la Sala, suma un elemento más que afecta su credibilidad o imparcialidad con relación a los resultados del proceso. 
A este punto, es preciso señalar que de manera reiterada, la jurisprudencia de nuestra Corte Suprema de Justicia ha venido enseñando que la prueba testimonial sólo adquiere poder demostrativo  cuando los testigos declaren de manera responsiva, exacta y completa.  Igualmente, ha enseñado que es responsivo el testimonio cuando cada contestación se relata dando la razón de la ciencia de lo dicho; exacto, cuando la respuesta no deja lugar a incertidumbre;  y completo,  cuando la deposición no omite circunstancias que puedan ser influyentes en la apreciación de la prueba.

Como se puede apreciar, ninguno de estos testimonios  reúnen las exigencias arriba anotadas, pues no son exactos ni responsivos, no sólo por el grado de incertidumbre que dejan sobre la ocurrencia real de los hechos alegados, como ya se indicó, sino porque se desconoce, especialmente de lo relatado por Saida Rebeca Issa Torres, el por qué eventualmente pudo conocer con tanta precisión rasgos tan íntimos de la pareja conformada por la promotora de la causa y el finado, como los años exactos de convivencia, su situación económica, entre otros encontrados a lo largo de su testimonio. 
En ese orden de ideas, las inconformidades planteadas en la alzada por la parte promotora de la litis, no tienen vocación de prosperidad, pues así no se tengan en cuenta los documentos allegados al plenario provenientes  de la investigación penal que se adelantó contra Rita Cecilia Celis Sánchez, en virtud de la denuncia instaurada por María Cecilia Guerrero Abello, la conclusión sigue siendo la misma: de los testimonios recepcionados a solicitud de la parte demandante y en los cuales cimenta su inconformidad al afirmar que se demostró el requisito de la convivencia, como se dejó sentado, no son suficientes para lograr ese fin.
Ahora bien, interesa precisar que la dependencia económica no viene erigida como presupuesto para que la compañera permanente acceda al derecho a la pensión de sobrevivientes, pues no es un requisito que exija la Ley 100 de 1993 ni la reforma introducida por la Ley 797 de 2003. No se puede olvidar que la obligación de socorro y ayuda mutua entre cónyuges y compañeros permanentes supone una dependencia afectiva, material  y económica que no puede ser discutida ni desvirtuada, pues viene de su propia esencia de familia. Así ya lo ha establecido la Sala de Casación Laboral  de la Corte Suprema de Justicia, que en sentencia del 7 de octubre de 2008, Rad. 33.860, M.P. Isaura Vargas Díaz, sobre el tema, expresó: 
Siendo indiscutible en el proceso que el causante falleció el 30 de octubre de 1998 (folio 25), y que mantenía el vínculo matrimonial vigente con la demandante al momento de su muerte (folios 10, 11 y 26), en modo alguno ésta requería acreditar que respecto de aquél se encontraba en situación de ‘dependencia económica’, tal y como lo sostiene en el cargo el Fondo recurrente.

En efecto, con el argumento de que la demandante no acreditó que tenía ‘dependencia económica’ del causante con copia de la declaración de renta del año gravable inmediatamente anterior y, en su defecto, mediante dos declaraciones de terceros, como lo exigía el artículo 56 del Decreto Ley 1045 de 1978, disposición que, entre cosas, no resulta para nada aplicable al caso, no sólo por tratarse de una exigencia probatoria propia del trámite administrativo que debía surtirse para la época de su vigencia ante las entidades públicas del orden nacional que reconocieran prestaciones sociales a sus servidores, pero no así para ante las judiciales cuya actividad probatoria se regula por los estatutos procedimentales de su disciplina, en el caso de los jueces del trabajo por las reglas contenidas en los artículos 51 y siguientes del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en lo que allí no esté previsto por los artículos 174 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, por la remisión analógica de que trata el artículo 145 de la primera codificación, sino también, porque esta Sala de la Corte ha sostenido inveteradamente que, salvo precisas excepciones a las que se aludió en fallo de 17 de abril de 1998 (Radicación  10406), de las cuales sin duda se podría servir la demandante pero que no es menester traer a colación, por virtud de la aplicación inmediata de la ley y del efecto retrospectivo inherentes a la ley laboral, la fecha de la muerte del afiliado o del pensionado, según el caso, es la que determina la norma que debe regular el derecho a la pensión de sobrevivientes, por manera que, habiendo acaecido la muerte del causante pensionado el 30 de octubre de 1998, la pensión de sobrevivientes que reclama la demandante no está regida por el Decreto 1048 de 1975, cuyo objeto ya se indicó, sino por la normatividad contemplada para ese evento por la Ley 100 de 1993, vigente a esa fecha, el Fondo recurrente desconoce que, conforme a la ley,  la condición o calidad de cónyuge exonera del estado de dependencia económica que exige a los demás beneficiarios de dicha prestación.

Ello es así, por cuanto tal estado civil conlleva, aparte de la conformación de una masa de bienes y deudas común a los cónyuges con las limitaciones que apenas la misma ley prevé, la obligación de socorrerse y ayudarse mutuamente en todas las circunstancias de la vida (artículo 176 Código Civil), lo cual comprende, obviamente, la de asistirse en las necesidades económicas del diario vivir, aún, cuando quiera que los cónyuges hubieren capitulado previamente el manejo de sus bienes, pues esta decisión corresponde al campo del derecho privado, en tanto que la dicha obligación de ayuda y las relaciones propias de vida en familia trascienden a intereses superiores que velan por la protección a la familia.

De suerte que al así obrar el legislador supone, por la obligación de socorro y ayuda mutua que asiste a los cónyuges, que entre éstos existe no sólo una dependencia afectiva sino también  material, pues de esa forma es como se expresa a diario la vida de la familia; una dependencia económica recíproca que no puede ser desvirtuada ni discutida judicialmente, menos, en tema de la pensión de sobrevivientes. 

Cosa distinta ocurre en las demás relaciones de familia que dan lugar a beneficiarse de la dicha pensión, pues, en esos casos, como lo prevé por ejemplo hoy el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, en la forma como fue modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, el legislador exige, además de ciertas circunstancias específicas de incapacidad laboral, como es el caso de los hijos mayores de edad y hermanos inválidos del causante, la acreditación por el interesado de la dependencia económica que de aquél se tenía.                 
Ante el descubrimiento de tal realidad procesal, no le queda otra salida a la Sala que confirmar el fallo de primera instancia. 

DECISIÓN

Se confirmará el fallo materia de apelación. No hay lugar a decretar condena en costas en la segunda instancia, por la sencilla razón de no haberse causado durante su trámite.

En mérito de las consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
F A L L A:

Primero. CONFÍRMASE la sentencia del veintiuno (21) de agosto de dos mil doce (2012), dictada por el Juzgado Laboral del Circuito de Descongestión de Santa Marta.
Segundo. Sin costas en esta instancia.

Acta No. 006 de 18 de febrero de 2013.

Notificado en estrados. No siendo otro el objeto de la presente audiencia se declara terminada y, para constancia, se firma por los que intervinieron.

AUGUSTO  E. TORREGROZA SÁNCHEZ

JOHNNESSY DEL CARMEN  LARA MANJARRÉS       ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO

� Sentencia del 20 de abril de 2005, Rad. 23735.
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